En la ciudad de Mar del Plata, a los 3 días del mes de junio del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Extraordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-2087-DO1 “LUCERO OSVALDO ISMAEL Y OTROS c. MUNICIPALIDAD DE CHASCOMUS s. DIFERENCIAS SALARIALES”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Mora, Sardo y Riccitelli, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. Con fecha 07-06-2010 el titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial Dolores, dictó sentencia haciendo lugar parcialmente a la demanda impetrada por los Sres. Osvaldo Ismael Lucero, Oscar Alberto Alí, Sergio Hernán Ciafardini, Jorge Francisco Cholfo, Carlos Alberto Esperge, Jorge Domingo Guevara, José Omar Martínez, Roberto Alcides Moya, Roberto César Ortega, Juan Carlos Castañeda, José Saturnino Suárez, Walter Daniel Benvenuto, Carlos Armando Anglada, Juan José Falero, Carlos René Aparicio, Jorge Marcelo Casa, Ricardo Adolfo Eduardo Ducos, Héctor Hugo Sives y Carlos Alberto Gómez, contra la Municipalidad de Chascomús, reconociendo las diferencias salariales devengadas desde el 11-09-1996 hasta el cambio de régimen horario de trabajo dispuesto como consecuencia de la aplicación de la Resolución N° 5005/2004. En consecuencia, condenó a la demandada a abonar a los actores las diferencias salariales mencionadas, dentro de los sesenta (60) días de aprobada la liquidación que se practique, de acuerdo a las pautas allí indicadas. Asimismo, difirió la regulación de honorarios profesionales hasta la aprobación de la liquidación a practicarse (art. 51, Dec. ley 8.904/77) e impuso las costas del proceso por su orden (art. 51 del C.P.C.A.) con el beneficio otorgado por la ley 12.200/98 para los actores [v. fs. 861/882 y aclaratoria de fs. 896].

II. Declarada la admisibilidad formal de los recursos de apelación interpuestos por los accionantes a fs. 888/895 y por la parte demandada a fs. 897/898 [cfr. res. de fs. 920/922] y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia, corresponde votar las siguientes:
CUESTIONES

1. ¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada a fs. 897/898?

En su caso,

2. ¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 888/895?

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Mora dijo:

I.1. El a quo hizo lugar parcialmente a la demanda incoada, reconociendo el derecho de los actores al cobro de las diferencias salariales devengadas desde el 11-09-1996 hasta el cambio de régimen horario de trabajo dispuesto como consecuencia de la aplicación de la Resolución N° 5005/2004. En consecuencia, condenó a la Municipalidad accionada a abonarles las diferencias salariales mencionadas, dentro de los sesenta (60) días de aprobada la liquidación que se practique, de acuerdo a las pautas allí indicadas.
Para arribar a tal conclusión se apuntaló en las siguientes razones:

(a) En primer lugar, luego de relatar los antecedentes de la causa [v. fs. 861/865] y de detallar los datos útiles que extrajo de las constancias administrativas acompañadas [v. fs. 865/871], el sentenciante advirtió que la cuestión litigiosa radicaba en determinar si correspondía el reconocimiento de las diferencias salariales devengadas, desde las inspecciones realizadas por la autoridad de aplicación en el año 1994 o, como lo postula la demandada, desde que quedó firme y consentida la Resolución N° 5005/2004 de la Subsecretaría de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires, que declara la insalubridad de las tareas desarrolladas por los actores en el ámbito municipal.
Con tal propósito, recordó la doctrina de la Suprema Corte provincial en materia de insalubridad, apreciando que en el sub lite se encuentran acreditados los requisitos allí establecidos, en tanto existieron intervenciones de las distintas áreas específicas de la autoridad de aplicación en el procedimiento administrativo previo al dictado del acto final, que sirvieron de presupuesto a la declaración de insalubridad de distintas tareas en el ámbito del Municipio demandado.
Asimismo, hizo referencia a un precedente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Fallos 268:556), en el que se consideró que lo correcto no era efectuar la liquidación de haberes a partir de la fecha del acto administrativo dictado por la autoridad de aplicación sino desde la fecha de la inspección que había determinado la insalubridad de las tareas.

No obstante ello, estimó que no correspondía aplicar automáticamente dicho precedente al caso de marras, sino que debía analizarse lo acaecido durante el trámite administrativo previo al dictado de la resolución que se intenta aplicar.

(b) Abocado a dicha faena, repasó los primeros requerimientos del Sindicato de Trabajadores Municipales, refiriéndose luego al primer informe de inspección que, según dedujo, tuvo lugar el 27-10-1994 y que contiene elementos suficientes como para percibir que los lugares inspeccionados eran susceptibles de ser calificados –ya en esa época- como insalubres por la autoridad de aplicación.
Seguidamente, rememoró la situación particular de las tareas de recolección de residuos, transcribiendo parcialmente el informe correspondiente de las actuaciones administrativas, que da cuenta de que tales labores se desarrollan bajo condiciones riesgosas de seguridad e inadecuadas condiciones de higiene.

Por otra parte, manifestó que con fecha 29-05-1995 la Dra. María Eva Algaba –inspectora y médica del trabajo- elaboró un informe dirigido al Departamento Higiene y Seguridad del organismo provincial, en el que recomendó una serie de medidas que el empleador debería cumplir para evitar los riesgos al personal, refiriéndose luego a otro informe elevado con fecha 31-10-1994 por el Sector Higiene y Seguridad en el Trabajo Hospitalario a la Jefa de la U.E.S.O., así como al emitido por la Directora de Planeamiento Laboral y Asuntos Legales de la S.S.T. con fecha 27-06-1995, para ser elevado al titular del organismo.
Expuso que si bien hasta ese momento el trámite se dirigía hacia el acto definitivo en tiempos aceptables, injustificadamente, y por lo que consideró una displicencia de la superioridad de la autoridad de aplicación, aquel procedimiento se abortó abruptamente, no quedando exentos de responsabilidad en tal demora el Sindicato representante de los trabajadores ni el Municipio, que tenían pautas y directivas suficientes como para mejorar las condiciones de trabajo e intentar evitar los riesgos laborales o, cuanto menos, atenuarlos.
Detalló lo acaecido en las actuaciones administrativas luego de la intervención de la Dirección de Planeamiento Laboral y Asuntos Legales, poniendo énfasis en un informe realizado con fecha 28-02-2003, del que surge que se evidenciaron riesgos físicos, químicos, biológicos y de seguridad, propios de las tareas que se llevan a cabo en condiciones deficientes de higiene y seguridad, cuyas líneas generales fueron reproducidas en el dictamen de la Dirección de Asuntos Legales del día 30-05-2003.
Señaló que, transcurrido más de un año y medio desde la intervención del área legal, con fecha 23-12-2004 se dictó el acto administrativo final [Resolución N° 5005/2004], que declaró la insalubridad de las tareas que realizan los recolectores de residuos de Chascomús y Lezama y del personal del basural de Chascomús. Destacó que en los considerandos de dicho acto administrativo se hizo referencia a los informes técnicos, reproduciendo conceptos que habían sido vertidos en los informes del año 1994.

Opinó que más allá de las demoras injustificadas en que incurrió la autoridad administrativa, parte de la responsabilidad recae también en la demandada, quien –a su juicio- no colaboró en producir las mejoras que le fueron sugeridas, a fin de optimizar las condiciones de trabajo de sus dependientes de acuerdo a la normativa vigente.

Párrafo aparte dedicó al Sindicato que iniciara el procedimiento administrativo, afirmando que pudo tener un rol más activo e impulsar aquél en procura de una definición de la situación de sus agremiados.

(c) Por todo lo expresado, declaró que asiste razón a la parte actora en cuanto a que las diferencias salariales, motivadas en la aplicación del régimen de insalubridad decretado por la autoridad administrativa, deberían reconocerse desde octubre de 1994, momento en el cual acaecieron las primeras inspecciones en los lugares y tareas que desempeñaban estos trabajadores municipales, con las que se acreditaron concretas situaciones de insalubridad.
(d) En otro orden de ideas, abordó lo concerniente al planteo de prescripción introducido por la Municipalidad de Chascomús en oportunidad de contestar la demanda, señalando –en primer término- que no resultan aplicables a la materia los principios del derecho laboral ni las normas de la L.C.T., sino que el plazo de prescripción en materia de haberes de empleados públicos es el decenal previsto en el art. 4023 del Código Civil.

En consecuencia, a pesar de que la fecha de la inspección que se aplica para determinar las diferencias salariales es la del 14-10-1994, teniendo en cuenta la fecha de interposición de la demanda [11-09-2006], solamente halló prescriptos los haberes devengados entre la primer fecha consignada y el 11-09-1996, considerando procedente el resto del reclamo que va desde esta última fecha hasta el cambio en el régimen horario de trabajo dispuesto como consecuencia de la aplicación de la Resolución N° 5005/2004.
Decidió que para el cálculo de los distintos rubros debían tomarse como pautas para la liquidación, los valores consignados en la pericia contable –no controvertida-, a cuya suma debería adicionársele la correspondiente a los intereses de acuerdo a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta (30) días vigente en los distintos períodos de aplicación hasta el efectivo pago.
2. La parte demandada se agravia del pronunciamiento de grado criticando que se reconozca a los accionantes las diferencias salariales desde octubre de 1994 cuando el Ministerio de Trabajo se expidió respecto de las tareas y lugares que debían considerarse insalubres mediante el dictado de la Resolución N° 5005/2004, acto que quedara firme y consentido en julio de 2005.

También critica: i) que se haga referencia a la dilación del trámite administrativo por parte del Ministerio de Trabajo y luego se haga lugar al planteo actor, lo que genera inseguridad jurídica y afecta su derecho de propiedad; ii) que se retrotraigan los derechos de los agentes diez años para atrás a contar desde la presentación de la acción cuando el Municipio, una vez conocidas las Resoluciones N° 5005/2004 y N° 12.348, procedió a reconocer la insalubridad; y iii) que se aplique el plazo de prescripción de diez (10) años previsto en el Código Civil y no el de dos (2) años específico del derecho laboral, que –opina- resultaría aplicable por analogía, o, en su defecto el quinquenal establecido en el art. 4027 inc. 3° del Código Civil.
Expone que su parte nunca recibió intimación ni multa alguna por incumplimiento, como lo dictaminara la Directora Técnica y Legal de la Subsecretaría, ya que fue recién con la Resolución N° 5005/04 que tomó conocimiento y procedió a ajustarse a lo resuelto por la autoridad de aplicación. Por ello, cuestiona que se le endilgue responsabilidad en la prosecución del expediente administrativo, cuando el a quo reconoce que fue la propia autoridad de aplicación quien no cumplió su tarea, así como el Sindicato, quien sólo se ocupó de realizar el reclamo, sin instar o hacer valer sus derechos para que la Subsecretaría se expidiera.

3. Al replicar el memorial de agravios, los accionantes manifiestan –en primer término- que el escrito de la contraria no cumple la carga del art. 56 apartado 3° del C.P.C.A., en tanto no contiene una crítica concreta y razonada del fallo en crisis, constituyendo sus consideraciones no más que una mera opinión.

Adunan a lo anterior que la recurrente no menciona ni indica la norma jurídica supuestamente violada por el a quo, ni logra desmerecer con sus lacónicos argumentos el pormenorizado estudio efectuado con relación al antecedente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación aplicable en la materia, que establece que no es la resolución la que constituye el trabajo insalubre sino que éste se determina por medio de la inspección, debiendo correr a partir de allí los efectos de la declaración respectiva.
Por otra parte, consideran y evalúan la conducta asumida por el Municipio durante el trámite del expediente administrativo, repasándola detalladamente, para concluir que aquél tuvo una conducta dilatoria, de distracción y obstructiva.
En otro orden de ideas, consideran falsa la afirmación del Municipio de que, una vez conocido el acto que declara insalubres las tareas de los agentes, procedió inmediatamente a reconocer la insalubridad.
Apuntan que, por el contrario, su conducta fue maliciosa y temeraria, en tanto advertida las condiciones de insalubridad ya en el año 1994 no hizo nada, volviendo a evadirse en el año 1998 para abonar las diferencias salariales recién en abril de 2007.
Finalmente, en lo que refiere a la crítica vertida contra el plazo de prescripción, apuntan que la accionada no controvierte ni funda sobre el error y/o violación legal de la sentencia, emitiendo sólo una opinión contraria al resultado adverso.

Adunan a lo expuesto que, atento lo prescripto por el artículo 200 de la L.C.T., la insalubridad no existe sin declaración previa de la autoridad de aplicación y que –por tal razón- éste es el momento en que nace el derecho, aún cuando sus efectos y consecuencias se extiendan por todo el tiempo que duró la tramitación del expediente administrativo y desde que tuvo la oportunidad de constatarse por la autoridad las condiciones insalubres del trabajo (año 1994).
II. Estimo que el recurso incoado no supera el umbral de suficiencia exigido por el art. 260 del C.P.C.C. (arg. doct. esta Alzada causas A-1138-MP0 “Orcoyen”, sent. del 12-III-2009; A-1325-NE0 “Gaitán”, sent. del 30-IV-2009 y C-1523-MP2 “Barrera”, sent. del 20-IV-2010).

1. Conforme quedaran delineadas las posturas asumidas por las partes en el presente proceso, la cuestión litigiosa consistió en determinar la procedencia –o no- del derecho de los actores al cobro de las diferencias salariales en concepto de horas extra por las tareas desempeñadas en la Comuna demandada por fuera de la jornada laboral de seis (6) horas diarias, desde las inspecciones realizadas por la autoridad de aplicación en el año 1994 [v. considerando II, fs. 871].
Al dictar sentencia, el a quo hizo lugar parcialmente a la demanda instaurada apuntalándose en las siguientes razones, a saber: i) la constatación en el sub examine del cumplimiento de los requisitos establecidos por el Superior Tribunal provincial para el reconocimiento de la insalubridad de las tareas de recolección de residuos domiciliarios desempeñadas por los actores [v. considerando II, fs. 872]; ii) la aplicación al caso de la doctrina emanada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa “Appelhans, Alejandro J. y otros c. Juan Ch. Sieburger S.A.C.I. s. salarios”, sent. del 20-09-1967, que toma como hito para la liquidación de haberes la fecha de la inspección que determinara la insalubridad de las tareas, atendiendo al principio de la verdad jurídica objetivamente comprobada [v. considerandos II y III, fs. 871/880 vta.]; iii) la responsabilidad en la demora del procedimiento administrativo, no sólo imputable al Sindicato de Trabajadores Municipales, quien omitió procurar la pronta definición de la situación de sus agremiados [v. fs. 877 y 879 vta.], sino también al Municipio accionado, que no produjo las mejoras que le fueron sugeridas, a fin de optimizar las condiciones de trabajo de sus dependientes de acuerdo a la normativa vigente [v. fs. 877 y 879 y vta.]; y iv) la inaplicabilidad al sub lite del plazo de prescripción previsto en el art. 256 de la Ley de Contratos de Trabajo, el que se encuentra sujeto al plazo decenal de prescripción establecido en el art. 4023 del Código Civil [v. considerando IV, fs. 880 vta./ 881].
2. Los fundamentos repasados, constitutivos del eje medular del fallo impugnado, no han sido objeto de una adecuada réplica por parte de la apelante, pues el cuestionamiento efectuado en su memorial de fs. 897/898 no traduce –en los hechos- más que una liviana disconformidad con lo resuelto por el a quo, en tanto no se hace cargo de los claros basamentos en los cuales aquél apuntaló su decisión.

Basta para advertir la circunstancia antedicha, que la recurrente sólo expresa su mera discrepancia con cada uno de los diferentes pasajes del pronunciamiento dictado, sosteniendo, amén de una escueta referencia al plazo de prescripción que entiende aplicable [cfr. fs. 897 vta./898], que al haber tomado conocimiento de la Resolución N° 5005/04 recién en el mes de julio del año 2005 no puede endilgársele responsabilidad alguna en la prosecución del expediente administrativo “… cuando el a quo reconoce la misma en la autoridad de aplicación, que no cumplió su tarea y en el Sindicato, que sólo se ocupó de realizar el reclamo, sin instar o hacer valer sus derechos, para que la Subsecretaría se expidiera…” [v. fs. 898].
Mas la apelante no ha efectuado –por fuera de esas lacónicas expresiones- ninguna exposición jurídica que contenga un análisis razonado y crítico dirigido a refutar las bases del pronunciamiento impugnado, lo que impide a esta Alzada revisar lo decidido.

Tales escuetas manifestaciones resultan insuficientes para alcanzar el mínimo de técnica recursiva requerido como sustento del remedio impetrado puesto que, de un lado, dejan indemne el desarrollo seguido por el juez de primera instancia para endilgarle responsabilidad a la Comuna y reconocer –en consecuencia- el derecho de los actores percibir las diferencias salariales devengadas desde el 11-09-1996 hasta el cambio en el régimen horario de trabajo dispuesto como consecuencia de la aplicación de la Resolución N° 5005/04 y, de otro, constituyen argumentaciones vacuas, carentes de virtualidad para conmover lo decidido por el sentenciante en cuanto ha pretendido ser materia de agravio (cfr. argto. doct. esta Cámara causas G-912-MP2 “Rodríguez”, sent. de 14-IV-2009; A-1452-MP0 “Waitzman”, sent. del 11-VIII-2009).

En tal contexto, es preciso recordar que la fundamentación de la apelación constituye la cuña que busca desbaratar la ratio decidendi que sostiene la solución consagrada en el fallo recurrido, resultando insuficiente la mera disconformidad con lo decidido por el juez de la instancia, sin hacerse cargo de los fundamentos del pronunciamiento en crisis, toda vez que la postulación recursiva requiere una articulación seria, fundada, concreta y objetiva de los errores de la sentencia, punto por punto, junto con la demostración de los motivos para considerar que ella es errónea, injusta o contraria a derecho (cfr. doct. esta Cámara causas A-503-DO0 “Chimento”, sent. del 22-V-2008; A-830-BB0 “Urra”, sent. del 11-XII-2008; A-1238-MP0 “Bisso”, sent. de 18-VI-2009; A-1452-MP0 “Waitzman” y G-912-MP2 “Rodríguez”, citadas); ello implica que la eficacia de esta vía recursiva se encuentra supeditada -o mejor dicho condicionada- a la realización de un examen razonado y minucioso del pronunciamiento atacado, refutando pormenorizadamente los fundamentos de hecho y de derecho en los cuales él descansa (cfr. doct. esta Cámara causas A-1369-MP0 “De Los Santos”, sent. de 21-V-2009 y C-1523-MP2 “Barrera”, citada) y –en su caso-, poniendo de relieve -concreta y detalladamente- las circunstancias o elementos no tenidos en cuenta o mal interpretados por el sentenciante de grado, de los cuales se desprenda una conclusión opuesta a la recaída en el fallo impugnado (argto. doct. S.C.B.A., causa Ac. 76.615 “Moliner”, sent. del 11-VII-2001; esta Cámara causa A-1204-MP0 “Pervieux”, sent. de 12-V-2009).

El escrito recursivo –como se patentizara precedentemente- luce apartado de tales exigencias inexcusables (cfr. doct. esta Alzada causa A-1243-MP0 “Goicoechea”, sent. del 10-III-2009) y no logra alcanzar el umbral básico de pericia recursiva necesario para tener por fundado el remedio articulado (cfr. doct. esta Alzada causas A-1258-DO0 “Tome”, sent. de 12-V-2009; G-616-BB1 “Giner”, sent. del 14-X-2009).

3. Habiendo, entonces, demostrado las razones por las cuales advierto la poquedad del memorial de agravios, me encuentro en condiciones de proponer al Acuerdo -sin caer en dogmatismo censurable (cfr. doct. S.C.B.A. causa Ac. 93.019, sent. de 12-XII-2007; esta Cámara causa A-277-MP0 “Anibaldi”, sent. del 22-IV-2008)- declarar la deserción del recurso aquí articulado, por la manifiesta insuficiencia del memorial de agravios traído ante esta Alzada (argto. arts. 56 inc. 3º del C.P.C.A.; 260 y 261 del C.P.C.C.).

Todo ello en el entendimiento y la firme convicción de que lo aquí propiciado no debe ser concebido como un obrar caprichoso o discrecional del órgano jurisdiccional revisor; por el contrario, se trata del franco acatamiento de expresas normas de rito que, obviamente, rigen tanto para éste como para las partes involucradas en la contienda (cfr. doct. S.C.B.A. causa Ac. 77.770 “D´Avola”, sent. del 19-II-2002), y que –en el marco de dicho contexto- hállanse amparadas por el postulado adjetivo de la formalidad de los recursos (argto. S.C.B.A. causa C. 92.588 “López”, sent. del 31-X-2007).

En los términos señalados, voto la primera cuestión planteada por la negativa.

A la primera cuestión planteada, la señora Juez doctora Sardo dijo:

1. Adhiero al relato efectuado por mi distinguido colega preopinante en el apartado I. -puntos 1, 2 y 3- de su exposición. Empero, luego de un estudio pormenorizado de las actuaciones, respetuosamente he de disentir con la solución brindada en el voto antecedente.

a. Relevando sucintamente los argumentos constitutivos del pronunciamiento de grado advierto que, en ocasión de hacer lugar a la demanda, el juez de grado reconoció el derecho de los demandantes a percibir las diferencias salariales por tareas riesgosas, desde el 11-09-1996 hasta el cambio de régimen horario de trabajo dispuesto como consecuencia de la aplicación de la Resolución N° 5005/2004, aplicando para ello el plazo de prescripción decenal previsto por el art. 4023 del Código Civil y teniendo en cuenta que la demanda había sido promovida con fecha 11-09-2006.

Para arribar a tal conclusión, sostuvo que sin desmedro de que la declaración de insalubridad fue emitida por la autoridad de aplicación en octubre de 2004 [Resolución N° 5.005/04], ya desde el año 1994 existían informes de distintas áreas de la comuna que daban cuenta que –desde ese momento- los lugares donde los actores desempeñaban su actividad eran susceptibles de ser calificados de insalubres.

Por tal senda e interpretando en ese sentido un precedente del Cimero Tribunal de la Nación (Fallos 268:556) sostuvo que lo correcto era reconocer a los actores el derecho a percibir las diferencias por insalubridad desde octubre de 1994 [aún cuando finalmente acotó el acogimiento del reclamo por aplicación del plazo prescriptivo aludido].

Reforzando tal conclusión endilgó a la Municipalidad responsabilidad por no haber colaborado en producir las mejoras que le fueron sugeridas oportunamente, sin pasar por alto la pasividad que adoptó el Sindicato en el procedimiento administrativo.

b. A la hora de articular sus agravios el Municipio lo hace dirigiéndolos puntualmente sobre: i) el reconocimiento del derecho a percibir la diferencia de haberes desde el año 1994 y, ii) la determinación del plazo decenal de prescripción en los términos del art. 4023 del Código Civil.
Así, en el primer capítulo impugnativo repele categóricamente la extensión del reconocimiento de la bonificación, alegando que no corresponde retrotraer los derechos de los agentes al año 1994 cuando la declaración de insalubridad data de octubre de 2004 y quedó firme y consentida recién en julio de 2005.

Descarta, con igual énfasis, responsabilidad alguna en la dilación del trámite administrativo alegando que ni bien tomó conocimiento de la insalubridad declarada se adecuó a lo resuelto por la autoridad de aplicación.

Reedita, de tal modo, los planteos formulados al contestar la demanda, que fueron desoidos por el juez de grado por el modo en que resolvió la contienda.
Frente a tales cuestionamientos, su argumentar –aunque escueto- revela la presencia de una crítica concreta, objetiva y razonada (argto. art. 56 inc. 3° del C.P.C.A.) que me persuade de la necesidad de apartarme –en tal parcela- de la decisión adoptada por mi colega preopinante y habilitar la instancia revisora en lo que concierne al tema en debate que, en tales términos, se circunscribe a determinar si asiste o no a los actores derecho a percibir el adicional por actividad riesgosa con antelación a la declaración de insalubridad efectuada por la Subsecretaría de Trabajo, mediante Resolución N° 5005 del 23-12-2004.

Y -en tal sentido- adelanto que la solución que auspiciaré, no se condice con la adoptada por el juez de grado en el pronunciamiento atacado.

2. Repasando las constancias del expediente administrativo N° 2257-1995/94 y sus agregados –y en lo que aquí interesa a la solución del litigio- extraigo los siguientes datos de relevancia:

a) En fecha 16-10-1994, a instancias del Sindicato de Trabajadores Municipales de Chascomús se requirió a la Subsecretaría de Trabajo –Delegación Regional Chascomús- que indicara sobre la posible existencia de informes de insalubridad de las dependencias municipales y, en caso de no existir, gestionaran la inspección pertinente [v. fs. 1].

b) El 29-09-1994 el requerimiento fue remitido a la Dirección de Inspección Laboral, Departamento de Higiene y Salubridad de la ciudad de La Plata [v. fs. 4].
c) En el seno de la Subsecretaría de Trabajo se formó el expediente N° 2244-9434/94 caratulado “Sta. inspección en Hospital Chascomús, Hospital de Crónicos de Manuel J. Cobo y Obras Sanitarias” [agregado a continuación del expte. N° 2257-1994/94].
d) Con fecha 29-05-1995 la inspectora actuante de la Subsecretaría de Trabajo elaboró sendos informes que dan cuenta de condiciones de insalubridad en la planta purificadora y el Hospital de Chascomús –en sus distintas áreas inspeccionadas-, así como en la tarea de recolección de residuos y en el Hogar de Ancianos de Chascomús [v. fs. 15/19 y fs. 20/21].

e) En fecha 27-06-1995 la Directora de Planeamiento Laboral y Asuntos Legales de la Subsecretaría de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires elaboró un dictamen a través del cual propuso –de un lado- el dictado de la Resolución que declare insalubres las tareas consideradas en los informes precedentes y –de otro- que se arbitren los medios necesarios para lograr el cumplimiento, por parte de la Municipalidad de Chascomús, de la normativa vigente en materia de seguridad e higiene del trabajo y para la adecuación de los lugares de trabajo a fin de transformarlos en salubres [v. fs. 40/42].
f) El 02-05-1996 las actuaciones fueron elevadas al Subsecretario del Trabajo a fin de que se dicte el acto resolutivo que declare la insalubridad [v. fs. 44].

g) Transcurridos más de dos años desde dicha providencia, con fecha 27-05-1998 la Subsecretaría de Trabajo ordenó, atento el tiempo transcurrido desde el último dictamen técnico del Departamento de Seguridad e Higiene, que se verifiquen nuevamente los puestos de trabajo y funciones en la Municipalidad de Chascomús [v. fs. 45].
h) El 26-10-1998 el Departamento de Higiene y Seguridad presentó un informe que da cuenta de la inspección llevada a cabo en las distintas dependencias de la comuna de Chascomús y propuso un plan de medidas preventivas que debería adoptar el Municipio para minimizar los riesgos a los que se encuentran expuestos los agentes [v. fs. 47/49], el que fue notificado a la Municipalidad de Chascomús [v. fs. 51].

i) El 23-09-1999 y el 08-10-1999 se llevaron a cabo en la Delegación Regional de Trabajo de Chascomús sendas audiencias con la presencia de autoridades de la Comuna local y del Sindicato de Trabajadores Municipales, con el fin de lograr una solución a la denunciada problemática de insalubridad presente en distintas áreas del Municipio [v. fs. 58/59].

j) Planteada en tales términos la cuestión, el 03-05-2000 se llevó a cabo una nueva audiencia en la que el Municipio anunció la constitución de una comisión para la evaluación de las condiciones de higiene y seguridad en el trabajo, como asimismo la designación de un técnico en la materia que estaba realizando relevamientos en cada una de las dependencias, invitando al Sindicato de Trabajadores Municipales a participar de dicha comisión y aceptando la intervención de la Secretaría de Trabajo para que realice las inspecciones y verificaciones pertinentes [v. fs. 77].

k) El 28-02-2003 se realizó una nueva inspección en las distintas dependencias municipales, constatándose condiciones de insalubridad [v. fs. 83/88].

l) El 30-05-2003 dictaminó la Dirección de Asuntos Legales aconsejando el dictado de la resolución declarativa de insalubridad [v. fs. 90/94].
ll) Finalmente, el 23-12-2004 se dictó la Resolución N° 5005/04 que declaró la insalubridad de las tareas que desarrollan los agentes de la Municipalidad de Chascomús en la Planta Depuradora, Estaciones de Bombeo, Cementerios de Chascomús y Lezama, Basural de Chascomús y Recolección de Residuos Domiciliarios de Chascomús y Lezama, requiriendo asimismo al Municipio el cumplimiento de la medidas correctivas y preventivas indicadas a fs. 83/88 [v. fs. 102/103].

3. Efectuada la precedente reseña y a partir de los datos que de ella emergen me abocaré –seguidamente- a dar respuesta al interrogante inicialmente planteado.

En tal faena, recuerdo –primeramente- que la Ley provincial N° 10.149 pone en cabeza de la Subsecretaría de Trabajo la competencia para declarar insalubres el o los lugares de trabajo que no se ajusten a las normas básicas sobre seguridad, salubridad e higiene (art. 37).

Ello implica que resulta exclusivo resorte de dicho organismo declarar –a través del procedimiento pertinente y previa intervención de las áreas competentes al efecto- esa condición respecto de lugares, tareas o ambientes de trabajo (argto. S.C.B.A., causa B. 56.753 “Ocampo”, sent. del 4-VII-2007).

Por tal senda, no albergo dudas de que tal declaración siempre resultará constitutiva del derecho de quien reclame el reconocimiento de la insalubridad, pudiéndose considerar que sólo a partir de ese momento se producirá la modificación del estado de situación legalmente existente en cabeza de los agentes (argto. doctr. S.C.B.A., causa Ac. 38.544 “Bathelt”, sent. del 20-IX-1988, pub. en AyS 1988-III-435). Siendo así, la declaración no opera como condición de eficacia de derechos preexistentes. Muy por el contrario, constituirá la creación de ese nuevo derecho, lo cual implica que recién a partir de allí y mediando institución a nivel local del adicional por insalubridad, los agentes podrán reclamar los beneficios correspondientes al desempeño de sus tareas en condiciones de trabajo insalubres.

Pregonar la postura contraria, esto es, considerar que la declaración de insalubridad constituye el mero reconocimiento un derecho preexistente, implica tanto como poner en crisis el régimen jurídico del acto administrativo.

Ello por cuanto –en la especie- es sólo la Resolución N° 5005/04 aquella susceptible de producir efectos jurídicos directos e inmediatos en la situación jurídica de los agentes que desempeñaban tareas insalubres en las distintas dependencias municipales allí consideradas.
Por ello, convalidar la solución brindada por el sentenciante de grado importaría atribuir a los dictámenes precedentes al acto -que constataron las condiciones de insalubridad en los lugares de prestación de servicio- virtualidad de generar derechos en cabeza de los interesados, lo cual implica tanto como extender indebidamente el concepto de acto administrativo a esta clase de actividad de la Administración, que aún cuando obligatoria, constituye únicamente un juicio de índole técnica sobre la cuestión que se sujeta a la consulta del órgano asesor y, por tanto, no otorga ni deniega derechos al particular (argto. doctr. S.C.B.A., causa B. 63.367 “Cavaliere”, sent. del 14-VII-2010).

De ello se sigue que es la declaración de insalubridad efectuada por autoridad competente –Subsecretaría de Trabajo, conf. art. 37 de la ley N° 10.149- el acto con virtualidad para generar en los demandantes el derecho al pago de las diferencias salariales por prestar servicios en tales condiciones –insalubridad-. Y por ello, el reconocimiento a nivel local del pago de esas diferencias encontrará su punto de partida –tal lo denunciado como acontecido en la especie- en aquel acto del organismo provincial [Resolución N° 5005/2004].

4. La solución que auspicio no implica poner en tela de juicio el antecedente jurisprudencial del Cimero Tribunal de la Nación traído por el juez de la instancia en refuerzo del pronunciamiento dictado sino, antes bien, su interpretación y aplicación al sub lite en un contexto bien diferenciado que –en mi visión- lo tornan impropio para sustentar esa conclusión.

Es que, repasando los fundamentos de aquel fallo, bien podrá advertirse que lo que allí se discutió fue el alcance de una declaración de “salubridad” dictada el 26-09-1963 a instancias de la demandada –Juan Ch. Sieburgger S.A.C.I.- y frente un reclamo de parte de los trabajadores que pretendían la reducción de la jornada de trabajo a seis horas y el pago de jornales correspondientes a dos horas diarias por cada día trabajado desde el 01-01-1961 hasta el 08-04-1993 –fecha de la declaración de salubridad- alegando la realización de tareas y prestación de servicios de lugares insalubres.

En tal ocasión la Corte Suprema de Justicia de la Nación entendió que la circunstancia de que la declaración de salubridad del establecimiento por parte del Ministerio de Acción Social llevara fecha 25-09-1963, esto es, cuatro meses después de la traba de la relación procesal, no acordaba derecho alguno a los actores toda vez que, tal como surgía de las constancias de los expedientes administrativos tenidos a la vista, ya el 16-09-1959 la empresa demandada había solicitado la inspección a fin de que se declarara la salubridad del ambiente.

Fue en ese particular contexto, muy distinto -por cierto- al que se presenta en autos, en que el Superior Tribunal federal dio preeminencia a “… la verdad jurídica objetivamente comprobada…” por sobre el aspecto formal de la cuestión en debate –esto es, la fecha de declaración de salubridad- desestimando así el reclamo de trabajadores que, alegando condiciones de insalubridad ausentes, pretendieron prevalerse únicamente de la fecha de la declaración de salubridad que, instada tiempo antes por el empleador con el fin de evitar reclamos de tal índole, ratificara la ausencia de ese escenario laboral perjudicial.

Desde otro prisma de análisis y aún cuando el Tribunal negara efectos retroactivos a la resolución ministerial declarativa de salubridad, lo cierto es que en ella se hace explícita alusión a la presencia de salubridad en la empresa al 28-10-1959. Y ello constituye otra distinción que obliga a apartarse del mentado precedente para la solución del presente litigio, en tanto la Resolución de la Subsecretaría de Trabajo N° 5005/2004 no contiene ninguna remisión a momentos anteriores, a la hora de declarar la insalubridad de los distintos establecimientos y servicios brindados en la Municipalidad de Chascomús [v. fs. 102/103 del expte. administrativo antes relevado]. Nada autoriza entonces, a escapar a la regla general que impone la producción de efectos del acto desde la fecha de su dictado, salvo cuando su propio contenido disponga otra solución (art. 110 del Dec. ley 7647/70).

5. Por último y auspiciada en tal sentido la solución del thema decidendum he de resaltar que ninguna consecuencia puede endilgársele a la “pasividad” de la Comuna advertida por el juez durante la tramitación de declaración de insalubridad.

Ello en tanto si bien este Tribunal se apega con énfasis a los principios esenciales del procedimiento administrativo, entre los cuales emerge como pilar fundamental el del debido proceso adjetivo (argto. doct. S.C.B.A. causa B. 61.558 “Galesio”, sent. de 6-VII-2005; art. 15 Const. Pcial.), cuya efectividad impone que las decisiones se emitan en tiempo hábil, prudente y oportuno (arg. doct. S.C.B.A. causa B. 53.340 “Hogar Rodolfo Funke”, sent. de 24-VIII-2005; esta Cámara, causa C-2041-MP2 “Gómez Ciantinni”, sent. del 5-XI-2010), no puede soslayarse que tal atribución –la de declarar la insalubridad de un ambiente o actividad- resultaba resorte exclusivo de la Subsecretaría del Trabajo (art. 37 de la ley 10.149) y de ahí que mal pueda imputarse morosidad administrativa a la Comuna cuando la demora de aquel trámite se produjo por causas totalmente ajenas a su voluntad (argto. doct. esta Cámara, causa C-2133-MP2 “Alwaysparty S.A.”, sent. del 28-XII-2010).
Por la misma línea de análisis, no puedo pasar por alto que fue el Sindicato de Trabajadores Municipales el que –en defensa de los intereses individuales de sus afiliados- instó el pedimento de insalubridad. Por ello, bien pudo el propio Sindicato –o inclusive los trabajadores a él asociados, como principales interesados en la emisión del acto- prevalerse, durante el extenso plazo transcurrido entre el pedimento inicial y el dictado del acto, de los resortes administrativos a su alcance para agilizar el trámite de declaración de insalubridad.

Con todo, he de concluir que ni los dictámenes previos obrantes en las actuaciones administrativas ni la “pasividad” de la Comuna durante su tramitación, pueden enervar los efectos constitutivos de la Resolución de la Subsecretaría de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires N° 5005/04 que declaró la insalubridad de las tareas desarrolladas por los agentes de la Municipalidad de Chascomús en la Planta Depuradora, Estaciones de Bombeo, Cementerios de Chascomús y Lezama, Basural de Chascomús y Recolección de Residuos Domiciliarios de Chascomús y Lezama.

En virtud de lo expuesto y teniendo en cuenta que ambas partes están contestes en que el Municipio comenzó a aplicar la Resolución N° 5005/04 a partir del mes de abril de 2007, estimo que el reclamo de los actores solo puede prosperar –desde entonces y hacia atrás- hasta la fecha del dictado de la referida resolución de la Subsecretaría de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires.

Como consecuencia de la solución que propicio, estimo innecesario el abordaje del restante agravio vinculado al plazo de prescripción que, en el contexto indicado, ha devenido inoficioso (argto. esta Cámara, causa G-1193-BB1 “Ciucci”, sent. del 15-VII-2010).

6. Si lo expuesto es compartido, habré de proponer al Acuerdo acoger el recurso de apelación interpuesto por la Municipalidad de Chascomús. Consecuentemente, corresponde rechazar la demanda articulada por los actores en cuanto persiguen el reconocimiento y pago de diferencias de haberes por tareas insalubres desde la fecha de inspección del lugar de trabajo (año 1994) y hasta la efectiva reducción de la jornada por trabajo insalubre, aunque acogiendo su reclamo únicamente por el período comprendido desde el dictado de la Resolución N° 5005/04 de la Subsecretaría de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires [23-12-2004] y hasta el efectivo cambio de régimen horario de trabajo dispuesto por aplicación de la mentada Resolución. Las costas de esta alzada deberían imponerse en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).

Con el alcance indicado voto a la primera cuestión planteada por la afirmativa.
El señor Juez doctor Riccitelli, con igual alcance y por idénticos fundamentos a los brindados por la señora Juez doctora Sardo, vota la primera cuestión planteada por la afirmativa.
A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Mora dijo:

I. Los actores se alzan contra el pronunciamiento de grado, patentizando los siguientes ejes de agravios:
(1) En primer lugar, descalifican la declaración de prescripción dispuesta por el a quo respecto de las diferencias salariales devengadas durante el período comprendido entre el 14-10-1994 hasta el 11-09-1996.
Entienden que resulta errónea la consideración del magistrado de la instancia de que su derecho nació el 14-10-1994 con la primera inspección realizada en el expediente administrativo, en la que se constató las deficiencias de riesgo y salud para los trabajadores. Afirman que –por el contrario- a los fines de poder accionar válidamente, era necesaria la declaración administrativa previa de la insalubridad, momento en el cuál nació su derecho, aún cuando sus efectos se extiendan desde que la autoridad administrativa constató las condiciones insalubres de trabajo.
Manifiestan que la resolución en crisis viola la regla “actio non nata non proescribitur”, lo normado por el art. 3956 del Código Civil y la doctrina legal aplicable.

Apuntan que si para accionar en el caso de marras debía previamente declararse la insalubridad (argto. art. 200 L.C.T.), entonces el término a partir del cual debe comenzar el cómputo de la prescripción no es otro que el de la Resolución N° 5005/04, en tanto sólo a partir de allí pudieron ejercer su acción.
(2) Por otra parte, reprenden la distribución de costas por su orden, opinando que deberían haber sido impuestas a la vencida, por cuanto obró con notoria temeridad y malicia durante todo el trámite laboral y administrativo previo al proceso.

Aducen que el Municipio no pudo válidamente ignorar que violaba los derechos de los actores, toda vez que estaba obligado a preservar un ambiente sano y adecuado de labores para sus dependientes y, en caso de riesgos o peligros, adoptar las medidas necesarias para prevenir los efectos nocivos.

Siguiendo con este razonamiento manifiestan que la Comuna al haber sometido a los trabajadores a condiciones indignas e insalubres de labor, soslayando las recomendaciones de la autoridad de aplicación tendientes a paliar dichas condiciones y perpetuando ese estado de cosas durante más de trece años, actuó en forma temeraria y maliciosa.
Luego de reseñar las actuaciones del expediente administrativo que, a su modo de ver, refuerzan su postura, sostuvieron que la Municipalidad de Chascomús es la única responsable de la insalubridad de sus condiciones laborales, ya que en vez de reparar esa situación lesiva de derechos, tuvo un proceder obstaculizante y retardatorio durante todo el trámite administrativo hasta el dictado de la declaración de insalubridad y aún después, al haber hecho caso omiso de la resolución referida.
Asimismo, plantean que la distribución de las costas por su orden deviene injusta, toda vez que –de un lado- la cuestión debatida es de naturaleza puramente patrimonial para la condenada y alimentaria para su parte, y –de otro- la acción judicial pudo evitarse si el Municipio hubiera acatado inmediatamente la Resolución N° 5005/04.
Postulan que necesariamente debe estarse a lo dispuesto por los arts. 68 y 69 del C.P.C.C., aplicable supletoriamente al caso, por ser la Comuna perdidosa en una cuestión donde se reclama el efectivo cumplimiento de una resolución administrativa anterior.

Aducen que no se observa en el pronunciamiento de grado, los motivos por los cuales se exime de costas a la vencida, máxime cuando su actuar es evidentemente temerario.

(3) Finalmente, se agravian de la fijación de la tasa pasiva para el cálculo de los intereses a aplicar en la liquidación de las diferencias salariales adeudadas.

Entienden que resulta contrario al principio de igualdad, aplicar la tasa activa con respecto a los honorarios de los letrados y demás auxiliares de justicia, y negarla para los empleados públicos.

Apuntan que la tasa activa bancaria es la única que ayuda a mantener incólume el contenido económico de la sentencia de marras, ya que en el estado actual de la economía, la repotenciación de los créditos conforme a la tasa pasiva BAPRO, procedería a licuar la deuda del obligado en perjuicio del acreedor.
II. Estimo que corresponde responder negativamente al segundo interrogante planteado.

1. En atención al modo como ha sido votada la primera cuestión sometida a consideración de esta Alzada y la solución alcanzada, esto es, la revocación parcial de la sentencia de grado y, en consecuencia, el acogimiento de la demanda con el alcance allí expuesto, no cabe sino concluir que el tratamiento del embate impetrado por los actores respecto de parcelas del fallo de grado que han perdido vigencia –esto es, los agravios reseñados en el apartado I. punto (1) de este voto-, ha devenido abstracto (cfr. doct. esta Cámara en la causa A-1637-BB0 “Fernández”, sent. de 23-II-2010).
Como reiteradamente recuerda la Suprema Corte de Justicia provincial, no es función de la judicatura emitir opiniones abstractas (cfr. doct. causas Ac. 82.248, sent. de 23-IV-2003; Ac. 85.553, sent. de 31-III-2004, entre muchas otras), ya que los jueces no están habilitados para hacer declaraciones teóricas o generales, debiendo limitarse a resolver el “caso” que se ha sometido a su decisión, donde el interés de quien acciona debe subsistir al momento de dictarse la sentencia (cfr. doct. B. 61.703, sent. de 14-II-2000; esta Alzada en las causas A-524-DO0 “Porretti”, sent. de 22-IV-2008; V-359-AZ1 “Tur”, sent. del 11-IX-2008; A-1314-MP0 “Norando”, sent. de 5-V-2009; M-512-BB1 “Institución Salesiana San Francisco Javier”, sent. de 27-VIII-2009 y C-1346-MP1 “Gregoraschuk”, res. de 11-XI-2009). Y es ese interés es el que juzgo desaparecido en la especie a tenor de lo decidido –por mayoría- respecto de la cuestión fondal sometida a apelación en el primer interrogante que se formulara en el presente Acuerdo (cfr. doct. esta Cámara causa A-1806-AZ0 “Sosa Borderes”, sent. de 13-V-2010).
2. En cuanto al agravio vinculado a la imposición de costas en el orden causado que en los términos del art. 51 inc. 1° del C.P.C.A. porta la sentencia, adelanto que no puede prosperar.
Para así postularlo, he de señalar –en primer lugar- que en el marco del proceso contencioso administrativo provincial rige, en materia de costas procesales, el criterio rector fijado por el art. 51 del C.P.C.A. (t.o. ley 13.101); por tanto, en principio, corresponde que el pago de los gastos causídicos derivados del juicio sea soportado por las partes en el orden causado -inc. 1°-, con excepción del supuesto en que la vencida hubiese actuado con notoria temeridad y malicia –inc. 2°, ap. “b”-, en cuyo caso corresponderá aplicar el principio objetivo de la derrota (argto. doct. S.C.B.A. causa B. 66.082 “Bergez”, sent. del 19-IV-2006 y esta Alzada causas C-1608-DO1 “Galeano”, sent. del 04-III-2010 y C-1394-MP2 “Blanco”, sent. del 30-III-2010).

Desde tal mirador, no resulta procedente –como pretenden los accionantes- la aplicación del principio general que pregona la imposición de costas al vencido, regla establecida para el régimen procesal civil y comercial (art. 68 del C.P.C.C.), cuando –por tratarse de una cuestión de naturaleza procesal- las leyes locales han válidamente consagrado principios propios en la materia contencioso administrativo, distintos a los adoptados para aquel proceso (argto. doct. S.C.B.A. A. 68.418 “Asenjo”, sent. del 15-IV-2009; esta Alzada causa G-942-AZ1 “Tellechea”, sent. del 8-IV-2009).

Ahora bien, en cuanto a la intención de los actores de apartarse del principio general previsto en el art. 51 del C.P.C.A., en el entendimiento de que debe calificarse como temeraria a la conducta articulada por la demandada, considero que tal planteo resulta improponible ante esta Alzada.

Es que, por imperio de lo normado en el art. 272 del C.P.C.C. le está vedado al Tribunal de apelación el tratamiento de cuestiones que no fueron sometidas al juez de la instancia (doct. S.C.B.A. causas B. 75.831 “S.A.D.A.I.C.”, sent. del 13-XII-2002; 79.725 “Agasi”, sent. del 19-II-2002), que fue, precisamente, lo ocurrido con el agravio introducido ante esta Alzada contra la aplicación del principio general de imposición de costas en el orden causado.

Si bien debe admitirse que la temeridad y malicia aducida por los recurrentes como fundamento para solicitar las costas al vencido, es una circunstancia que no puede vislumbrarse ab initio de las actuaciones pues tiene que ver con el comportamiento procesal revelado por la parte en el decurso del proceso, ello no los eximía de la carga de solicitar en la instancia de origen, antes del dictado de la sentencia, la imposición de costas a la vencida y brindar los motivos fundantes de su petición, o bien cuestionar la validez de la norma que consideraban inaplicable a su respecto. Caso contrario, quedaron sometidos a una apreciación oficiosa del juez de grado, quien no se ve compelido a actuar por fuera del régimen general de costas reglado en el art. 51 inciso 1° del C.P.C.A. si alguna o ambas de las partes no le patentizan las circunstancias que permiten configurar los supuestos de excepción contenidos en la mentada norma.

Desde tal mirador, la introducción del pedido en esta instancia recursiva constituye el fruto de una reflexión tardía, elemento inhábil para sustentar el recurso de apelación deducido (argto. doct. esta Cámara causas A-1105-MP0 “García”, sent. del 11-XII-2008; P-807-BB1 “Ferretería Argentina S.R.L.”, sent. del 26-II-2009; G-399-D01 “García”, sent. de 28-II-2009; C-1380-MP1 “Castro”, sent. del 13-VIII-2009; G-395-AZ1 “Baigorri”, sent. del 06-IV-2010; C-1770-MP2 “Otamendi”, sent. del 09-IX-2010), lo que impide a esta Alzada abordar la cuestión, debiéndose confirmar la sentencia dictada en dicha parcela.

3. Finalmente, corresponde tratar la crítica de los actores respecto de aquella parcela del pronunciamiento de grado que dispuso la aplicación de la tasa pasiva a los fines de efectuar el cálculo de los intereses que habrán de adicionarse sobre la suma de condena a liquidarse en autos [v. fs. 894/895].

En tal contexto, vale precisar que los argumentos vertidos en el escrito recursivo han sido suficientemente descalificados por la Suprema Corte de Justicia provincial (cfr. doct. C. 101.774 “Ponce”, sent. de 21-X-2009 –por mayoría-; C. 100.228 “Ferreira de Zeppa”, sent. de 16-XII-2009 –por mayoría-).

En los mentados precedentes, recordó el Cimero Tribunal que reiteradamente había declarado que a partir del 1-04-1991 los intereses moratorios serían liquidados exclusivamente sobre el capital con arreglo a la tasa de interés que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta (30) días, vigente al inicio de cada uno de los períodos comprometidos y, por aquellos días que no alcancen a cubrir el lapso señalado, el cálculo sería diario con igual tasa (cfr. doct. S.C.B.A. causas L. 87.190 “Saucedo”, 27-X-2004; L. 80.710 “Rodríguez”, sent. de 7-IX-2005; Ac. 92.667 “Mercado”, sent. de 14-IX-2005, entre otras), advirtiendo además que, pese al abandono del sistema de paridad cambiaria que dispusiera la ley 25.561, correspondía mantener incólume tal lineamiento jurisprudencial.

Agregó asimismo el Supremo Tribunal provincial que los intereses moratorios son por definición –conforme la doctrina y la jurisprudencia mayoritaria- la consecuencia necesaria e inmediata del incumplimiento en tiempo oportuno de la obligación a cargo del deudor, y por ello tienen por objeto resarcir el lucro que el acreedor hubiera obtenido de haber podido realizar una inversión que le generara una renta, considerando, en consecuencia, que la tasa pasiva resulta razonable para tal propósito y es suficiente para reparar el citado menoscabo.

De tal modo, frente a la doctrina legal sentada por el Tribunal Superior local en la materia (argto. doct. S.C.B.A. causas Ac. 89.762 “Clemente”, sent. del 23-II-2005; Ac. 89.834 “Konig”, sent. del 3-V-2006 –del voto del Dr. Petiggiani-; Ac. 69.277 “Gómez”, sent. del 18-III-2009 -del voto del Dr. Genoud-), cuya obligatoriedad se colige de lo normado por los arts. 278 y 279 del C.P.C.C. (cfr. argto. doct. esta Cámara causas G-244-BB1 “Dagorret”, sent. del 22-IX-2009 y A-1097-MP0 “Flores Batista”, sent. del 11-III-2010) y que no tiene sino por finalidad uniformar la jurisprudencia a la vez que contribuir a la previsibilidad que las sentencias deben brindar a los litigantes, procurando afianzar la seguridad jurídica que la sociedad demanda (cfr. doct. S.C.B.A. causa Ac. 92.695 “Fisco de la Provincia de Buenos Aires”, sent. del 8-III-2007), estimo que debe desestimarse el agravio vertido sobre el punto por los accionantes (cfr. doct. esta Alzada causas C-1608-DO1 “Galeano”, citada y C-1394-MP2 “Blanco”, sent. del 30-III-2010).

En consecuencia, voto a la segunda cuestión planteada por la negativa.

Los señores Jueces doctora Sardo y doctor Riccitelli por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Mora, votan la segunda cuestión planteada por la negativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Por mayoría, acoger el recurso de apelación interpuesto por la Municipalidad de Chascomús a fs. 897/898. Consecuentemente, corresponde rechazar la demanda articulada por los actores en cuanto persiguen el reconocimiento y pago de diferencias de haberes por tareas insalubres desde la fecha de inspección del lugar de trabajo (año 1994) y hasta la efectiva reducción de la jornada por trabajo insalubre (abril de 2007), aunque acogiendo parcialmente su reclamo por el período comprendido desde el dictado de la Resolución N° 5005/04 de la Subsecretaría de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires [23-12-2004] y hasta el efectivo cambio de régimen horario de trabajo dispuesto por aplicación de la mentada Resolución, condenando a la accionada a abonar las sumas que resulten de la pertinente liquidación, la que deberá practicarse de conformidad con lo resuelto en el Considerando V, segundo y tercer párrafos [fs. 882], del fallo de la instancia. Las costas de esta alzada se imponen en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).
2. Rechazar el recurso de apelación articulado por los actores a fs. 888/895. Las costas de alzada se imponen el orden causado (art. 51 inciso 1° del C.P.C.A.).
3. Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 del decreto ley 8.904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Dres. Roberto Daniel Mora – Adriana M. Sardo – Elio Horacio Riccitelli – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
